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se limita a indicar las infracciones, tipificarlas e imponer la
sanción correspondiente y en ningún caso es aceptable pre-
tender atribuirnos el mantenimiento de la infracción por des-
conocimiento de la norma y falta de información sobre ella.

Cuarto. Las responsabilidades en que incurre el expe-
dientado son claras toda vez que los hechos han sido cons-
tatados mediante la actuación inspectora que obra en el expe-
diente (Acta 0731/98, de 17 de diciembre de 1998), por
lo que, según se recoge en el artículo 137.3 de la Ley 30/92,
de 26 de noviembre, y 17.5 del R.D. 1398/93, de 4 de
agosto, los hechos constatados por funcionarios a los que se
reconoce la condición de autoridad, y que se formalicen en
documento público observando los requisitos legales pertinen-
tes, tendrán valor probatorio sin perjuicio de las pruebas que
en defensa de los respectivos derechos o intereses puedan
señalar o aportar los propios administrados. En la misma línea,
el artículo 17.3 del Real Decreto 1945/1983, de 22 de junio,
mantiene que “Los hechos que figuren recogidos en las actas
se presumirán ciertos salvo que del conjunto de las pruebas
que se practiquen resulte concluyente lo contrario”. Consta
en el texto del acta citada: “... lleva dos pictogramas en negro
sobre fondo rojo. El 1.º de la cruz de San Andrés con la leyenda
Xn y el 2.º de una llama con la leyenda F”. Por tanto, se
vulnera la normativa puesto que los pictogramas van en color
distinto al que prescribe el Reglamento. Las indicaciones omi-
tidas son precisamente “Nocivo” e “Inflamable” que aparecen
indebidamente sustituidas por “Xn” y “F”. En consecuencia,
las meras alegaciones de parte o las subsanaciones posteriores
carecen de valor exculpatorio y, en el caso de las segundas,
son consideradas para rebajar la sanción, sin olvidar que las
carencias se refieren a datos sobre la peligrosidad de la sus-
tancia. Lo cierto es que, en el momento de la inspección,
en el envase del producto no constaban los pictogramas indi-
cados con independencia de las leyendas que se recogen.

Quinto. En atención a la buena disposición demostrada
con las subsanaciones de los defectos y envío de cartas a
los establecimientos que comercializaron el producto con la
encartada ya se graduó la sanción en su cuantía mínima dentro
del sentido y significado que en sí tienen las irregularidades
(son varias) y la importancia de las mismas. El principio de
proporcionalidad, que obliga a la Administración a atemperar
la gravedad de la sanción a la de la conducta, no ha sido
vulnerado en la resolución recurrida, por cuanto la sanción
impuesta de ciento cincuenta mil ptas. se encuentra dentro
del grado mínimo y marco inferior que corresponde a las infrac-
ciones leves, que han de ser sancionadas con multa hasta
quinientas mil pesetas, de conformidad con el artículo 36 de
la Ley 26/84, de 19 de julio.

En consecuencia, habiendo sido correctamente tipificadas
las infracciones y adecuadamente sancionadas, se ha de con-
cluir que la Resolución impugnada es ajustada a derecho y
merece ser confirmada.

Vistos la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la
Defensa de los Consumidores y Usuarios; la Ley 5/1985, de
8 de julio, de los Consumidores y Usuarios en Andalucía;
el R.D. 1945/83, de 22 de junio, por el que se regulan las
infracciones y sanciones en materia de defensa del consumidor
y de la producción agro-alimentaria; el Real Decreto 363/95,
de 10 de marzo; la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común; el Real Decreto
1398/1993, de 4 de agosto, Reglamento del Procedimiento
para el ejercicio de la Potestad Sancionadora, y demás dis-
posiciones concordantes y de general aplicación, esta Secre-
taría General Técnica resuelve desestimar el recurso de alzada
interpuesto por don Pablo Dalmeda Rodríguez, actuando en
nombre y representación de Lüben Serpa, S.L. contra la Reso-
lución de la Delegación Provincial de la Consejería de Trabajo

e Industria de Sevilla, de fecha 5 de noviembre de 1999,
recaída en el expediente sancionador núm. 127/99 AC, ins-
truido por infracción en materia de protección al consumidor,
confirmando la resolución recurrida en sus propios términos.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. Sevilla, 19 de noviembre de 2001. El Secretario
General Técnico, P.D. (Orden 11.12.98). Fdo.: Sergio Moreno
Monrové.»

Sevilla, 11 de febrero de 2002.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 11 de febrero de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se notifica la
adoptada por el Consejero de Gobernación al recurso
de alzada interpuesto por don Rafael Bernal Díaz, en
representación de Banco Español de Crédito, SA, con-
tra la Resolución recaída en el expediente 149/99.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente «Banco Español de Crédito, S.A.» contra Reso-
lución del Ilmo. Sr. Delegado Provincial de la Consejería de
Trabajo e Industria en Sevilla, por la presente se procede a
hacer pública la misma, al no haberse podido practicar en
su domicilio, reproduciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«Visto el recurso de alzada interpuesto por don Rafael
Bernal Díaz, en nombre y representación de la entidad “Banco
Español de Crédito, S.A.», contra Resolución de la Delegación
Provincial de la Consejería de Trabajo e Industria en Sevilla,
de fecha 29 de octubre de 1999, recaída en expediente san-
cionador núm. 149/99,

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. El Delegado Provincial de la Consejería de Tra-
bajo e Industria en Sevilla dictó la Resolución de referencia,
por la que se impone a la entidad interesada una sanción
de doscientas mil pesetas (200.000 ptas), como responsable
de una infracción calificada en el art. 3.3.6 del Real Decreto
1945/1983, de 22 de junio, en relación con los preceptos
contenidos en el art. 2 del Decreto 171/1989, de 11 de julio,
por los siguientes hechos: “consumidor denunció mediante
parte de denuncia de la Policía Local que la sucursal de la
entidad Banesto no presentó el libro de hojas para quejas
y reclamaciones”.

Segundo. Contra la anterior Resolución, el interesado
interpone en tiempo y forma recurso de alzada, en el que,
en síntesis, alega:

- Reiterar anteriores alegaciones.
- Que el Real Decreto aplicado por la Resolución san-

cionadora carece de cobertura legal.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente,
por delegación del Consejero, para conocer y resolver el pre-
sente recurso, a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, y 39.8 de la Ley 6/1983, de 21 de julio,
del Gobierno y la Administración de la Comunidad Autónoma
de Andalucía, en relación con el Decreto del Presidente
6/2000, de 28 de abril, sobre reestructuración de Consejerías;
el Decreto 138/2000, de 16 de mayo, por el que se aprueba
la Estructura Orgánica de la Consejería de Gobernación, modi-
ficado por Decreto 373/2000, de 16 de mayo, y la Orden
de 18 de junio de 2001, por la que se delegan competencias
en diversas materias en los órganos de la Consejería.

Segundo. El R.D. 1945/83, de 22 de junio, fue insertado
por la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la defensa
de los Consumidores y Usuarios, otorgándole el necesario ran-
go legal del que carecía (disposición final 2.ª), con lo que
se cumple la exigencia de reserva de Ley derivada del artículo
25 de la CE, así los ha manifestado en varias ocasiones el
TS (STS de 30 de septiembre de 1997). El Real Decreto
1945/1983, de 22 de junio, por el que se regulan las infrac-
ciones y sanciones en materia de defensa del consumidor,
tiene cobertura legal, según ha declarado la STS de 23 de
junio de 1998.

La exigencia de hojas de reclamaciones no es materia
que pueda encuadrarse en el concepto de ordenación del cré-
dito y la banca, aunque recaiga sobre oficinas de un banco
que, obviamente, ejercen la actividad típica de las mismas,
es decir el crédito y la banca. Una oficina bancaria es una
prestadora de servicios, sujeta a las normas generales sobre
protección del consumidor. En consecuencia son compatibles
las reclamaciones que se puedan interponer ante el Banco
de España (alegación efectuada por la entidad en escritos de
alegaciones), y la normativa autonómica y estatal sobre con-
sumidores y usuarios.

Tercero. Vistos la Ley 26/1984, de 19 de julio, General
para la Defensa de los Consumidores y Usuarios; la Ley
5/1985, de 8 de julio, de los Consumidores y Usuarios en
Andalucía; el R.D. 1945/83, de 22 de junio, por el que se
regulan las infracciones y sanciones en materia de defensa
del consumidor y de la producción agro-alimentaria; la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común, y demás disposiciones concordantes y de general apli-
cación, esta Secretaría General Técnica

R E S U E L V E

Desestimar el recurso de alzada interpuesto por don Rafael
Bernal Díaz, en nombre y representación de la entidad “Banco
Español de Crédito, S.A.”, contra Resolución de la Delegación
Provincial de la Consejería de Trabajo e Industria en Sevilla,
de fecha referenciada, confirmando la misma en todos sus
términos.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. Sevilla, 26 de noviembre de 2001. El Secretario

General Técnico, P.D. (Orden 11.12.98) Fdo.: Sergio Moreno
Monrové».

Sevilla, 11 de febrero de 2002.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 11 de febrero de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se notifica la
adoptada por el Consejero de Gobernación al recurso
de alzada interpuesto por don José Luis Marín Alme-
llones contra la Resolución recaída en el expediente
198/99.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente don José Luis Marín Almellones contra Resolución
del Ilmo. Sr. Delegado Provincial de la Consejería de Trabajo
e Industria en Sevilla, por la presente se procede a hacer
pública la misma, al no haberse podido practicar en su domi-
cilio, reproduciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«Visto el recurso de alzada interpuesto por don José Luis
Marín Almellones contra Resolución de la Delegación Provin-
cial de la Consejería de Trabajo e Industria en Sevilla, de
fecha 21 de octubre de 1999, recaída en expediente san-
cionador núm. 198/99.

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. El Delegado Provincial de la Consejería de Tra-
bajo e Industria en Sevilla dictó la Resolución de referencia,
por la que se impone a don José Luis Marín Almellones una
sanción de cincuenta mil pesetas (50.000 ptas.), como res-
ponsable de una infracción calificada de leve y tipificada en
el art. 3.3.6 del R.D. 1945/83, de 22 de junio, por el que
se regulan las infracciones y sanciones en materia de defensa
del consumidor y de la producción agro-alimentaria, en relación
con el art. 2 del Decreto 171/1989, de 11 de julio, por los
siguientes hechos: “Mediante escrito de la OMIC del Ayun-
tamiento de Sevilla se remite reclamación presentada por una
consumidora contra el establecimiento Decoraciones María
Helena, por carecer de las preceptivas hojas de reclamaciones,
según acredita parte de denuncia de la Policía Local”.

Segundo. Contra la anterior Resolución, el interesado
interpone recurso de alzada, en el que, en síntesis, alega que
no pudo presentar el libro de hojas de reclamaciones porque
entregó por error el mismo, junto con toda la documentación
contable y administrativa a un nuevo gestor, sin que existiera
negligencia o mala intención.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente,
por delegación del Consejero, para conocer y resolver el pre-
sente recurso, a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, y 39.8 de la Ley 6/1983, de 21 de julio,
del Gobierno y la Administración de la Comunidad Autónoma
de Andalucía, en relación con el Decreto del Presidente
6/2000, de 28 de abril, sobre reestructuración de Consejerías;
el Decreto 138/2000, de 16 de mayo, por el que se aprueba


